Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 16 y 8 minutos) 


-La Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social tiene el gusto de recibir a la Asociación de Trabajadores de la Seguridad 
Social (ATSS). Con gusto les cedemos el uso de la palabra. 


SEÑOR BERTON!I.- Antes que nada, quisiera agradecer una vez más la posibilidad de estar presentes aquí en el día de hoy. Como 
muchos recordarán, esta Comisión fue la primera en recibirnos, en momentos en que estábamos lejos de pensar que la ley se iba a 
votar en la forma en que se votó, con tan amplio apoyo y tan pocos votos en contra. 


En esta oportunidad hemos acudido a este ámbito porque, lamentablemente, tenemos la convicción -esto lo hemos hablado con 
algunos integrantes del Directorio y hace unos minutos recibimos una llamada del Director Delgado Sicco- de que a menos que se 
actúe rápidamente, el Banco de Previsión Social va a abrir la menor cantidad posible de locales. En ese sentido, debemos dar la 
razón al señor Presidente de la Comisión, que en la sesión del 27 de agosto en la que se recibió aquí al Directorio, dijo que no era 
tan optimista como sus colegas. 


Al otro día de concurrir a este ámbito, el Directorio resolvió -en nuestra opinión, muy bien- además de dejar sin efecto el 
desmantelamiento previsto para el hall de pagos, crear un grupo de trabajo que tendría un plazo de un mes para definir, por 
ejemplo, el relevamiento de los locales. Esta moción se terminó de redactar a las 22 horas del día anterior -o sea, luego de haber 
estado aquí- por los Directores Ariel Ferrari, Delgado Sicco y Luis Alberto Herrera. 


El mismo día en que el Directorio resuelve esto, ya estaba en la prensa la versión de la renuncia del Presidente del Directorio, el 
técnico agropecuario señor Gasparri. Al día de hoy, no sabemos si el señor Gasparri se está yendo o está volviendo para quedarse. 
Por nuestra parte, hemos intentado hablar con él y le hemos hecho llegar una nota, pero no nos ha contestado, más allá de que 
trascendió en la prensa que no renunciaba. Sabemos que este anuncio de la renuncia impacta no solamente dentro del Banco de 
Previsión Social, sino que surgen una serie de comentarios a nivel político partidario y, seguramente, también parlamentario. 


Tal vez esto haya tenido que ver con el hecho -para nosotros, sorpresivo- de que el 4 de setiembre el Directorio, con una mayoría 
distinta, cambia algunos de los aspectos que había resuelto el 28 de agosto. Por ejemplo, resuelve que la Comisión pasa a tener 
noventa días en lugar de treinta, y establece que todo lo que haga esta Comisión será en el marco del decreto reglamentario que 
deberá dictar el señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social. Además, las personas que integran la Comisión -aquí no hay ninguna 
alusión de tipo personal, ya que a algunas de ellas las respetamos- son connotados promotores de lo que la ley cambió, es decir, 
que los jubilados se fueran compulsivamente del Banco de Previsión Social. 


Nosotros, como sindicato, en acuerdo con los jubilados, los pensionistas y los comerciantes, solicitamos participar en esa Comisión, 
pero dicha participación no se nos ha dado. En la última reunión del Directorio, en la que se trató nuestro pedido, la Gerenta 
General planteó que la Asociación de Trabajadores de la Seguridad Social (ATSS) tenía contacto con los jerarcas y que, por lo 
tanto, podía plantear sus inquietudes a ese nivel. A partir de ese momento, hemos estado recorriendo varios lugares del interior del 
país en los que se da el hecho insólito -hoy señalábamos esto en algún medio de prensa- de que los jubilados y pensionistas -que 
están acostumbrados, como distintos sectores de la sociedad, a recoger firmas para intentar plebiscitar alguna ley que no les gusta- 
están desde hace un mes juntando firmas para que se cumpla la ley. Esto es así porque, producto de estas resoluciones y, sobre 
todo, de la última, es público y notorio que el Banco de Previsión Social no ha hecho una sola propaganda como institución en lo 
que a este tema se refiere. Por ejemplo, hace dos semanas hubo una fuerte propaganda publicitaria del Banco de Previsión Social 
para informar sobre el adelanto de la recaudación que hubo que hacer por imposición del Ministerio de Economía y Finanzas. 
Asimismo, como todos recordarán, anteriormente el organismo hizo una gran propaganda cuando se aprobó la Ley N* 16.713. 


Entonces, teniendo en cuenta esta situación, nosotros, como sindicato, estamos haciendo propaganda de la ley. Acá tenemos las 
que hicimos: en Radio Clarín, en Radio Carve y Radio Universal, todas con la correspondiente boleta de pago. El principal motivo 
de nuestra gira por el interior, que incluyó Bella Unión, Artigas, Rivera, Tacuarembó, Sarandí del Yi, Durazno, Rosario, Salto, 
Trinidad, Florida, etcétera, fue, entonces, difundir la ley. Es decir que el sindicato del Banco de Previsión Social está difundiendo 
una ley que tiene que ver con los jubilados y pensionistas. 


Si al hecho de que no hay propaganda institucional agregamos que ni siquiera se ha hecho lo mínimo, que sería poner una leyenda 
en cada uno de los recibos informando a los jubilados y pensionistas de todo el país que hay una ley votada por el Parlamento que 
se promulgó hace cuarenta y tres días -período en el cual, desde que se nombró la Comisión no ha habido una sola reunión- y si 
tenemos en cuenta que los noventa días vencen el 28 de noviembre y después viene diciembre con las fiestas, enero con el 
verano, febrero con el carnaval, y más adelante Turismo, estamos yéndonos muy lejos en el tiempo para que se pueda aplicar la 
ley. Cuando se tomó la primera resolución, la Gerenta General llegó a plantear, durante la discusión del Directorio, que habría que 
instruir a los servicios para que aquellos pasivos que actualmente están cobrando en Montevideo en locales de pago 
descentralizados y quisieran optar por la oficina central del Banco, tendrían un plazo de noventa días para formular dicha opción. 
Es decir que se establecería un plazo para que los jubilados dijeran si vienen o no, y luego la ley no valdría. 


Uno puede pensar que, de pronto, en el Banco de Previsión Social no hay rubros para hacer propaganda; el Director Herrera 
ratifica esa postura de la Gerenta General. Sin embargo, creemos que no se trata de un problema de recursos. A modo de ejemplo, 
voy a mencionar una cifra pequeña, pero que alcanzaría para hacer varias de las propagandas que realizó la ATSS. Al actual 
Presidente del Banco, señor Gasparri, que se encuentra de viaje por Europa y México, se le dio un viático de U$S 8.900 por diez 
días, que es más o menos diez meses de sueldo de un Senador o Diputado, si no nos equivocamos en los cálculos. 


El hecho más insólito se dio el martes pasado, día en que el Directorio tomó una buena resolución, pero que muestra -y de esto 
hablamos con el Director Delgado Sicco- la realidad que se está dando en el Banco de Previsión Social. Hay temas que son 


importantísimos y algunos Directores se enteran de ellos mediante el sindicato, y no por los servicios ni por la Gerenta General. Ese 
día, el martes, llamó por teléfono una compañera del Banco de la sucursal de Ismael Cortinas al Secretario General del Interior, 
Gustavo Bermúdez, que vive en Tacuarembó. Ella le dijo que se había enterado, mediante sus compañeros de COFAC que 
trabajan en Ismael Cortinas -uno de los pocos lugares del interior donde el Banco de Previsión Social ha seguido pagando- de que 
los jubilados y pensionistas iban a pasar compulsivamente a esa cooperativa de ahorro y crédito. Entonces, el compañero 
Bermúdez llama al Directorio y se comunica con el Director Ferrari, representante de los trabajadores, quien comienza a investigar 
a nivel de los servicios. El contador Conde, uno de los integrantes de la Comisión, dijo que ellos tenían la orden de que hasta que 
no saliera el decreto, debían seguir descentralizando. Resultó ser que esto no sólo se dio en Ismael Cortinas, sino también en 
Conchillas, en el Chuy y en Rincón del Pino. Esto fue planteado en el día de ayer en el Directorio por parte del señor Ferrari y, 
felizmente, los Directores vieron que era una barbaridad. Decidieron dejarlo en suspenso y los locales están a la espera de que se 
apruebe el decreto reglamentario. 


Por otra parte, estamos recibiendo denuncias muy fuertes de varios lugares que también tienen que ver con el problema de los 
pagos. Por ejemplo, en Artigas, Salto y Tacuarembó se nos dijo que ANDA está agregando en el recibo un descuento en forma 
manuscrita, y cuando los jubilados preguntan a qué se debe dicho descuento, les contestan que es cosa del Banco de Previsión 
Social. La explicación que se nos dio en Salto fue que quizás ANDA hubiera dado un préstamo con un descuento mensual, por 
ejemplo, de $ 500. Entonces, si en el recibo no "entraba" todo el descuento, la diferencia se la ponía a mano. Pero un jubilado de 
Tacuarembó, que no había solicitado ningún préstamo, hizo la denuncia y cuando preguntó por qué era el descuento, parece que 
en ANDA le dijeron que era "por las dudas", por si en el futuro pedía un préstamo, para ir amortizándolo. Todo esto tiene que ver 
con los jubilados y pensionistas. 


Asimismo, existe un tema particularmente grave. Se trata de una denuncia policial que hizo la doctora Campodónico. Ella cobra en 
el Banco de la República desde hace dos años y medio; esta última vez, cuando fue a cobrar, esperó dos o tres horas y le dijeron 
que su recibo no estaba. Llamaron a la Casa Central del Banco de la República para averigurar, pero el recibo no aparecía. 
Entonces, se dirigió al Banco de Previsión Social y allí le dijeron que había pasado a Abitab, pero ella les explicó que no había 
firmado nada para hacer ese trámite. La investigación continuó y finalmente le comunicaron que el 1? de agosto, a la hora 20 y 25 
minutos -un horario en el que no es muy común estar trabajando; por lo menos para nosotros- había sido pasada a Abitab mediante 
la Página Web. Entonces, se dirigió al local de Abitab y le dijeron que le tocaba cobrar el día 13 pero le terminan pagando en el 
momento. La cuestión es que la señora hizo la denuncia policial en la que relató todo lo sucedido, y terminó diciendo que como ella 
es abogada y está relativamente bien, puede hacer la denuncia, pero se preguntaba -con todo derecho- si no habrá varios casos 
parecidos al de ella. 


Tenemos otros casos que van en el mismo sentido que estamos señalando. Si bien el Banco de Previsión Social resolvió que 
cualquier jubilado o pensionista de Montevideo que quiera cobrar en la Casa Central -el único lugar de la capital que estaba 
funcionando- lo puede hacer, hasta el día de hoy en la oficina de traslados -ubicada en el hall del edificio- no se ha puesto al Banco 
de Previsión Social como lugar de cobro. También hemos visto la propaganda del suplemento que empezó a publicar el diario "El 
País" y no está el Banco de Previsión Social como lugar de venta. O sea que se están instrumentando una serie de medidas que 
van en contra del sentido que persigue la ley. Por ejemplo, recién comentábamos con el Director Delgado Sicco que el local de 
pago del Banco de Previsión Social en Treinta y Tres va a pasar a la Intendencia; el de Salto, al Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social; por otra parte, son locales que están en muy buenas condiciones. 


En resumen, estamos viendo una cantidad de ideas y, sobre todo, de inacciones, que muestran que no existe mucha voluntad -por 
ser delicados con el término; algunos pensamos que en realidad no existe ninguna- de cumplir con la ley, por lo menos en un sector 
del Directorio. 


Se nos plantea, con razón, que el artículo 2* de la ley establece que el Poder Ejecutivo debe reglamentar y que se está a la espera 
del decreto que debe elaborar el señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social. En realidad, desconocemos si esto se está haciendo 
o no; por lo que nos dicen algunos Directores vinculados -por lo menos partidariamente- al Ministro de Trabajo y Seguridad Social, 
no resulta claro si este trámite está avanzado y cuán restrictivo será. Las actas de los haberes sucesorios, que de acuerdo con la 
ley se podrían estar pagando en Casa Central, están siendo enviadas para ser cobradas en ANDA, lo que indica que existe cierto 
privilegio para ANDA desde la Administración. 


El local de primeros auxilios, al que concurren aproximadamente 35.000 jubilados y pensionistas, además de los mil y pico de 
funcionarios que allí trabajamos, fue cerrado cuando se tuvo la idea de cerrar el edificio sede como local de pago, lo que luego fue 
abortado por la ley más la acción parlamentaria; al revertirse esta situación, lo más lógico hubiera sido que el Directorio habilitara la 
sala de primeros auxilios, y sin embargo sigue sin existir; es más: se ha tomado como comedor por algunos funcionarios y hasta se 
da la barbaridad de que allí, tirado en el patio, se encuentra un auto desde hace un mes. 


Como podrán apreciar los señores Legisladores, contamos con una serie de datos provenientes de la realidad, que demuestran 
que a menos que se adopte algún tipo de acción, habrá muchos jubilados y pensionistas que no van a poder disfrutar ni ejercer el 
derecho que les dio la ley. 


Algunos jubilados y pensionistas que cobran en el Cerro, donde son miles los que han firmado -y también ocurre en sucursal Colón 
y en sucursal Belvedere- han ido a averiguar a Central porque consideran que no tienen por qué estar firmando si existe una ley; 
allí, obviamente, se les informa que no existe ninguna instrucción respecto a cuándo podrán cobrar, por ejemplo, en el Cerro. Lo 
mismo está sucediendo en el interior. En la ciudad de Rivera hemos tenido una reunión con la Asociación de Jubilados y 
Pensionistas, que está juntando firmas, y se nos dijo que los jubilados se dirigen al Banco de Previsión Social para saber cuándo 
pueden cobrar allí, y reciben como respuesta que no se tiene información al respecto. 


Esto es cuanto queríamos informar, haciendo hincapié en algo que excede a la ley pero que repercute en ella. Sabido es que tanto 
el Presidente -que todavía está- como la Gerenta General, cuando este Parlamento votó la ley, hicieron intensas gestiones para 
que el Poder Ejecutivo la vetara. Finalmente, hubo inteligencia por parte del Poder Ejecutivo y se comprendió que, con la votación 
que había tenido, se ¡iba a incurrir en un lío político importante y se optó por no vetarla. Además -y de esto los señores Senadores 
conocen más que yo- creo que el hecho de que un Presidente promulgue la ley con su firma es una señal, porque se podría haber 
dejado pasar los diez días correspondientes y tácitamente quedaba promulgada. Con la firme actitud asumida en el Directorio, 
sobre todo por parte de los representantes del Partido Nacional luego de haber estado aquí, en la Comisión, el día 27 -recordemos 


que el 28 se da el suceso de la posible renuncia del señor Gasparri, que conmueve la interna del Directorio- se recompone un 
poder. No puede ser que un Director del Banco de Previsión Social se tenga que enterar por el sindicato de las cosas que está 
implementando la Gerencia General o el Contador General; sin embargo, el Contador General le comunicó a un Director que la 
orden que tenían era la de continuar descentralizando, como si la ley no hubiera existido. 


Nos parece que es fundamental que tengamos cuanto antes el decreto reglamentario y que este sea, efectivamente, fiel reflejo de 
la ley, es decir, que lleve a que se sigan manteniendo los pagos en el edificio sede. Solicitamos esto porque puede darse el caso de 
que en algún lugar se junten 15.000 firmas y se abra un local, pero en otro -por ejemplo en Artigas- se reúnan sólo 5.000 firmas y 
se diga que son pocos jubilados como para justificar la apertura de un local de pago. 


Esto es cuanto queríamos decir. Hay aquí compañeros jubilados y comerciantes, es decir, representantes de las tres fuerzas que 
promovimos esta ley, más otros delegados de la ATSS, que seguramente van a agregar conceptos y a enriquecer lo que he 
manifestado. 


Muchas gracias. 


SEÑOR MARTINEZ.- De acuerdo con lo que aquí se ha manifestado, hay algo que salta a la vista. El Directorio del Banco de 
Previsión Social utilizó millones y millones de dólares en cierta publicidad, con el fin de lograr descentralizar los pagos pasándolos a 
empresas tercerizadas. En la sesión del día 28 se determinó que se dejaba sin efecto el desarme de las cajas ubicadas en la planta 
baja del edificio sede, en la mitad del hall. Sin embargo, después de la eventual renuncia del señor Gasparri, en la siguiente reunión 
-el día 4- a pedido del propio Gasparri, el Banco resuelve suspender las obras por noventa días. Considero descabellado pretender 
hacer una evaluación en un lapso de noventa días, de los que ya han transcurrido cuarenta y cinco -es decir la mitad- con un 
silencio sepulcral, por lo que tenemos que trabajar a pulmón, ya que la mitad de la gente no está enterada de cómo es el tema. 
Pretendemos, por lo menos, que cuando el Poder Ejecutivo reglamente la ley, fije plazo hasta el 31 de junio del año que viene, a los 
efectos de realizar una justa evaluación de la gente que está volviendo, porque si en siete años se fueron del edificio central 45.000 
pasivos, en realidad no se fue nadie, sino que fueron falleciendo; si el promedio de fallecimientos al mes es del 1%, en siete años 
sólo quedan 40.000 personas. Como las altas directamente iban afuera -porque no se permitía que fueran pagadas por el Banco- 
fueron los fallecimientos los que decantaron el sistema. Pretender que en cuarenta días -desconozco cuándo se hará la 
propaganda para lograr que la gente vuelva a cobrar en el Banco- es decir para fines de noviembre, se haga un estudio serio de 
cuántos volvieron, es un disparate. Podrán ser 4.000, 5.000 ó 6.000; pero seguramente, en seis meses, a un promedio de 3.000 ó 
4.000 por mes, serán 25.000 ó 30.000 personas más las que cobren aquí, y me pregunto qué pasará si dejamos nada más que la 
mitad del hall habilitado para el cobro. Nosotros, para el mes de marzo, tendremos 20.000 pasivos más cobrando allí, por lo que 
quienes ya lo están haciendo en el Banco, se van a sentir incómodos y se van a querer ir mientras, que quienes pretendan volver, 
cuando vean el tremendo tumulto que habrá en medio hall, no lo van a querer hacer. Digo esto porque lo que pretendemos 
brindarle a la gente es seguridad pero también comodidad. 


En este sentido, el señor Senador Larrañaga, cuando se aprobó la ley, nos dijo que teníamos que estar vigilantes para evitar que se 
la obstaculizara, y ésta es una forma de hacerlo. En definitiva, nos pareces que no es serio, fijar plazos tan breves para hacer una 
evaluación seria. 


SEÑOR YAFALIAN.-- En nombre de los jubilados y pensionistas, queremos agradecer la oportunidad que se nos da para poder 
expresarnos. Ratificamos todo lo que han manifestado los compañeros y, fundamentalmente, queremos resaltar un grave problema 
que existe: esta es una ley que se aprueba en el Parlamento y es promulgada por el Poder Ejecutivo, por lo que el Directorio tiene 
la obligación de ponerla en marcha rápidamente. 


Por los momentos dramáticos que está viviendo el país, los días de pago, en los lugares oficiales -como es el caso del Banco de la 
República- se producen filas tremendas y a la intemperie, y esto ocurre cuando el Banco de Previsión Social tiene, desde hace 
tiempo, agencias en distintos lugares del país, algunas verdaderamente de última generación. No entendemos cómo es posible que 
las jerarquías del Directorio -es decir, los responsables que tienen que poner en funcionamiento esta ley- no aceleran el proceso 
para que se pueda empezar a cobrar en ellas. Por ejemplo, hay agencias en Montevideo que hacen trámites administrativos para 
los trabajadores, y no cuesta absolutamente nada y rápidamente se pueden instalar una o dos cajas para que los jubilados puedan 
cobrar en los distintos barrios y no deban trasladarse a la Casa Central. 


El argumento de que no hay dinero es falso. A las razones que dio el compañero, también hay que agregar que ahora la Gerenta 
General, la señora Myra Tebot, cobra U$S 2.400 de viáticos, en un momento en que el país está en una situación económica difícil 
y, fundamentalmente, cuando el Banco de Previsión Social tiene un déficit tremendo, que los señores Senadores conocen 
perfectamente. 


Además, es increíble que el Directorio se dé el lujo de hacer propaganda por televisión. Como dijo el compañero Bertoni, estaba la 
propaganda de la vivienda, y todos sabemos la estafa que nos está haciendo el Banco de Previsión Social con esto, porque los 
jubilados y pensionistas aportamos más de U$S 340:000.000 para las viviendas, pero esa suma no se invierte en su construcción. 
Al mismo tiempo, la institución está pagando en este momento a 10.000 personas que están en el Seguro de Paro en el sector de 
la construcción. 


Cuando hablamos extraoficialmente con alguno de ellos, alegan que todavía no tienen los recursos necesarios para poder habilitar 
cajas en las agencias con todas las garantías. Frente a esto, habría que recordar al Directorio que hace dos años una funcionaria 
se fue con un incentivo de U$S 50.000 y ahora la vuelven a tomar con un sueldo de $ 80.000. Entonces, el argumento de que no 
tienen dinero es una falacia. Inclusive, podríamos seguir relatando otros hechos como estos. 


Hemos planteado que, una vez aprobada la ley, un Directorio sensible, más allá de que estuviera de acuerdo o no con ella, debería 
haber hecho que se cumpliera o, por lo menos, informarle a su masa de jubilados y pensionistas que a partir de tal fecha empezaba 
a funcionar la opción de cobrar donde entendieran más conveniente. Sin embargo, aquí tengo la propaganda que hacen y entregan 
a todos los jubilados, diciendo un poco lo que expresaba el compañero Bertoni. Quiero leerlo porque, a nuestro juicio, es grave. Le 
hacen propaganda gratuita a "A Tiempo", porque en el recibo se dice: "es una revista pensada para usted y que edita “El País', 
apoya y asesora el BPS. Adquiérala en los locales de pago descentralizado: ANDA, Abitab, El Correo, Polakof". Aquí también 
podrían haber agregado "sucursal del BPS" o "Casa Central", que hoy está funcionando. 


Se están recogiendo firmas, que las volveremos a traer aquí o las presentaremos donde sea, porque seguramente llegarán a ser 
miles, pero creo que todo esto va más allá de las firmas, porque aquí se está violando una ley o, por lo menos, no se cumple 
estrictamente en todos sus extremos. Creemos que los señores Senadores que integran esta Comisión, que impulsaron esto y se 
jugaron, tendrían que tomar algún otro tipo de medida. Aunque no somos nosotros los que tenemos que decir lo que ustedes deben 
hacer, pensamos que el poder político no puede dejar pasar por alto que un organismo, una Gerenta General, o ciertos funcionarios 
de determinado grado hagan y deshagan a su antojo y no cumplan estrictamente con lo que han resuelto las más altas autoridades 
políticas de este país, es decir, el Parlamento. 


Nosotros y los jubilados entendemos que se está escamoteando todo esto y que se intenta perjudicarnos, para que lleguemos a 
pensar que a pesar de que se aprobó la ley, siguen cobrando en el mismo lugar porque el nuevo sistema no funciona. 


Para dar un ejemplo de lo que sucede, puedo decirles que quienes cobran en el Banco de la República de 8 de Octubre y 
Larravide, en la agencia Unión, hacen filas larguísimas, aunque también se paga en ANDA y en El Correo. 


Hay otro problema que queríamos traer aquí para que los señores Senadores lo analizaran -también trataremos de difundirlo- que 
consiste en que una vez aprobada esta ley, el Banco de Previsión Social no tiene por qué pagar a las empresas privadas porque un 
jubilado quiere optar. La ley ha sido muy democrática al dar la oportunidad al jubilado para que elija dónde quiere cobrar; pero si 
desea cobrar en un Abitab que está al lado de su casa, el Banco de Previsión Social no tiene por qué pagar por ello. Por ejemplo: 
yo, como jubilado y pensionista, tengo obligación de cobrar en dicha institución; si quiero tener ventajas o comodidades, debo 
hacerme responsable por ello. Esto viene bien porque, en un momento en que el Gobierno está haciendo unos recortes brutales en 
todos los sectores del Estado, no se puede dar el lujo de seguir pagando recibos cuando hay una ley que obliga a que el jubilado 
elija. Si no quiere elegir, es otro problema. 


Volcamos este último ingrediente porque entendemos que es válido desde el punto de vista de la realidad que vive el Banco de 
Previsión Social. Reitero: si quiero cobrar con ciertas comodidades, tengo que hacerme responsable del descuento que me puedan 
hacer, ya que no es la institución la que tiene que pagar esa ventaja, teniendo las agencias habilitadas para esto. 


No quiero extenderme mucho más en el tema porque los compañeros han sido bastante explícitos, pero quería decir estas cosas 
que me parecen fundamentales. 


De todos modos, voy a terminar diciendo que el Directorio del Banco de Previsión Social, junto con otros jerarcas - 
fundamentalmente, la Gerenta General- por todos los medios están tratando de que esto no empiece a funcionar como 
corresponde. De esa forma irá transcurriendo el tiempo y lentamente los jubilados y pensionistas perderán el entusiasmo con toda 
esta situación, habiendo miles y miles de ellos que han firmado y otros que aún no lo han hecho pero desean cobrar en el Banco de 
Previsión Social. 


Esto se da con mayor intensidad, inclusive, en el interior. Hay capitales departamentales en las que la agencia, que es de última 
generación -me refiero a un lugar confortable- está pegado a un Abitab o una agencia de Polakof. No entendemos por qué el 
Gobierno -que restringe posibilidades a la salud y a la educación- y el Banco de Previsión Social -que tiene un déficit tremendo- se 
dan el lujo de pagar una cantidad determinada de dinero por recibo, cuando los jubilados tienen la posibilidad de cobrar sus 
haberes sin que la institución tenga que hacer erogaciones de ningún tipo. 


No deseamos entrar en el terreno de las dificultades que tienen los jubilados, pero nos gustaría decir, por ejemplo, que ahora viene 
el verano -tenemos experiencia en esto y podemos traer datos concretos- muchos de ellos se deshidratan; en el invierno también 
sufren las inclemencias del tiempo, cuando realizan esas infernales filas para cobrar en lugares reducidos. En el Banco de la 
República las filas se realizan en la calle, pero también se producen filas tremendas a la intemperie en los locales de Abitab y en 
otros de pequeñas dimensiones. Todo esto es independiente de las consecuencias que pueden sufrir luego de cobrar sus haberes. 


Queríamos hacer estos planteos como complemento de lo que habían expresado nuestros compañeros. 


SEÑOR FERNANDEZ.- Quisiera reafirmar algunos conceptos. Nos interesa llamar la atención sobre el hecho de que cuando el 
Parlamento ya le había dado media sanción a la Ley N* 16.713, la Administración ya estaba tomando sus recaudos y realizando 
análisis con el fin de ver cómo, cuándo y dónde iba a aplicar la ley. Como se ve, antes de contar con los decretos reglamentarios, el 
Directorio ya había puesto en funcionamiento toda la maquinaria para la aplicación de la propia ley. 


Lo que debe quedar en claro es que la ley debe ser obedecida -me guste o no- porque de lo contrario debe pagarse un precio. No 
hay que olvidar que las leyes se pueden violar por acción o por omisión. Precisamente, en este caso existe una omisión manifiesta 
de la Administración en general en cuanto a la aplicación de esta ley. Aclaro que cuando menciono a la Administración no me refiero 
solamente a las altas esferas -como se suele decir- sino también a aquellos jerarcas, que son integrantes de esa Comisión y que 
estaban predispuestos -esto me consta en forma personal- desde hace tiempo contra el pago de pasividades en el Banco de 
Previsión Social. Obviamente, como jerarcas tienen el derecho de entender, desde el punto de vista administrativo, que brindar ese 
servicio no es conveniente; pero ahora que existe una ley en ese sentido, también les comprende a ellos y no les corresponde, 
como jerarcas del Banco, desconocer su cumplimiento, ya sea por acción o por omisión. Por eso, cuando el Gerente de la 
Repartición Finanzas del Banco de Previsión Social dijo: "A mí me dieron la orden", me pareció que le interesaba más acatar las 
órdenes de la Gerencia General o de quien se las haya dado, que las decisiones de este Parlamento. Entiendo que aunque parece 
que le pesa más haber recibido esas órdenes, a él también le comprenden las generales de la ley. 


Luego de un par de semanas de haberse aprobado la ley, nosotros analizamos esa Comisión y su integración. En ese momento 
evaluamos que se trataba de una Comisión que en vez de plantear soluciones para la aplicación de la ley, más bien iba a presentar 
dificultades. Esa es una realidad e, insisto, ellos ya tenían un prejuicio con respecto al tema de pagar pasividades en el Banco de 
Previsión Social. Como se sabe, hacía ya cuarenta y cinco días que esa Comisión no se reunía, lo cual no significa que sus 
integrantes no conocieran las dificultades que existían en esa materia. Aparentemente, se olvidaron de que el local de Treinta y 
Tres, como señalaba uno de nuestros compañeros, se pensaba darlo a la Intendencia, tal como dijimos en la Comisión bipartita que 
integramos hace unos días con el Directorio. Ese problema existe desde hace un año, pero en aquel momento no se había 
aprobado la ley; ahora sí tenemos una ley. No puede ser que se estén entregando los muebles de los distintos locales. Al respecto, 
nos preguntamos qué es lo que va a informar esa Comisión si es que mantiene la misma posición que hasta este momento. Como 


dije, en Treinta y Tres no hay local de pagos, en determinado lugar no hay muebles y hasta podemos llegar al colmo de decir que 
no hay suficiente número de funcionarios para cumplir con esa tarea. Entonces, en mayo del año próximo el informe dirá que es 
imposible pagar. 


Por otra parte, se está rumoreando por ahí que hay algunos locales que son inseguros, y hasta el día de hoy estamos por ver las 
habilitaciones formales que establecía el pliego de licitación, cuando se adjudicaron las empresas. Mucho se ha hablado, pero 
nunca se vio. Entonces, si es tan cierto que los locales de todas las empresas en el país estaban habilitados y cumplían a pie 
juntillas lo que marcaba el pliego de la licitación, nos preguntamos cuál es el problema en mostrar dicho pliego. Además de no 
costarles nada sería un argumento a su favor y un elemento menos de nuestra parte para poder hablar de las empresas 
adjudicatarias. 


Hay otro aspecto que consideramos que no es menor, que tiene que ver con lo que mencionó nuestro compañero acerca de Ismael 
Cortinas. En ese caso se dijo que se establecía un período de suspensión hasta que apareciera el decreto reglamentario. Ante una 
precisión de esa naturaleza uno puede extraer distintas interpretaciones. Parecería -adivino no soy- que alguien tiene idea o se 
está haciendo la idea de que el decreto reglamentario va a decir algo que no condice con lo que establece la ley. Indudablemente, 
yo puedo hacer esa interpretación. ¿Por qué voy a dejar en suspenso la aplicación de la ley si el decreto reglamentario es de 
inferior categoría? Directamente tendría que haberse dicho: "Esto no se ejecuta". El decreto reglamentario no puede decir nada que 
contradiga la ley; sin embargo parecería que alguien tiene cierta información con la que nosotros no contamos. 


Con respecto a los gastos del Banco, entendemos que se trata de un tema que la propia institución debe resolver y no debe 
plantearse tantas dudas para decir si puede ejecutar o no. En este momento tiene que proceder a la aplicación y hay recursos para 
ello. La Gerenta General debería estar preocupada en proponer de dónde van a surgir los recursos, en el caso de que tengan que 
haber adecuaciones de los locales de acuerdo con las normas que se han establecido para las otras empresas, aunque insisto en 
que hasta el día de hoy nunca se hizo pública la información sobre ese punto, ni siquiera se manejó en el propio Directorio del 
Banco de Previsión Social. Repito que, por acción o por omisión, se puede violar la ley y, en este sentido, la Constitución es muy 
clara en cuanto a que eso comprende a todos los habitantes de la República; sin embargo, parece que hay quienes quieren hacer 
oídos sordos a eso. 


SEÑORA ARISMEND!.- Señor Presidente: estoy tentada de dar mi opinión sobre este tema, pero como no es de uso hacerlo, voy a 
vencer esa tentación. 


Más allá de que existe todo un tema con respecto a los costos que este sistema le significaría al Banco de Previsión Social, creo 
que el problema es otro. Quiero concentrarme en el punto en el que, a mi juicio, radica el problema. En este Parlamento votamos 
una ley en la que se establece la opción -así dice la carátula- a favor de los beneficiarios. Esta ley no dice -aunque algunos 
podríamos tener esa opinión- que todos deben cobrar en el Banco de Previsión Social y que se potencien los recursos de la 
institución. La ley no dice eso; en realidad determina que aquel jubilado que entienda que le es más cómodo cobrar al lado de la 
casa, puede hacerlo allí, y a quien le conviene, le es más cómodo o le gusta más porque se encuentra con sus amigos, ir al Banco 
de Previsión Social, también tiene la libertad de hacerlo. 


Ese fue el sentido con el cual se aprobó esta ley y también fue la razón por la que convocamos al Directorio del Banco de Previsión 
Social. Quiero dejar claro este aspecto porque no tuvimos la oportunidad de hacerlo en su momento. Cuando en este sentido hubo 
ciertos trascendidos de prensa -que nunca fueron desmentidos- sobre las causas por las cuales había presentado su renuncia el 
señor Gasparri, se atribuyeron al Presidente expresiones con respecto a su escepticismo sobre la capacidad del Banco de 
Previsión Social para cumplir con la ley. En esa oportunidad se afirmó que los Senadores habíamos obtenido información en forma 
muy rápida y que estábamos invadiendo la autonomía del Banco de Previsión Social. Fue entonces cuando dijimos -quiero que de 
esto quede constancia en la versión taquigráfica- que en este asunto no había un problema de autonomía y que, cuando 
convocamos al Directorio del Banco por ciertos actos administrativos que cuestionamos, lo hicimos porque entendíamos que dichos 
actos eran contrarios al espíritu y a la letra de la ley. Más allá de eso, podemos tener nuestras propias opiniones sobre este tema, 
pero el centro del asunto es el que acabo de mencionar. Pero quiero concentrarme en que el problema radica en que no se trata de 
una ley cualquiera, sino en una normativa que garantiza un derecho para el que no tendríamos que tener una ley, pues se trata del 
derecho a la libertad del jubilado de ir a cobrar donde le parezca. 


Después hay una serie de argumentos que se han planteado -sobre los que ya hemos conversado en otras oportunidades- que 
tienen que ver con cómo se administran los dineros públicos y con el tipo de compromisos que se asumen, pero no tienen que ver 
con el punto fundamental que hoy nos convoca y donde deberíamos concentrarnos, que es el cumplimiento de una ley que 
garantiza la libertad del beneficiario; o sea que es una ley a favor del beneficiario. 


Quisiera hacer una pregunta con relación a los casos del interior. Concretamente, me gustaría saber cuál es la situación de las 
personas que van a ir a cobrar su jubilación en estas fechas en lugares como, por ejemplo, Treinta y Tres -caso que ya 
conocíamos- lsmael Cortinas y Chuy. Insisto: me gustaría saber cuál es la situación porque estamos en fecha de pago y, por lo 
menos, parece que este mes se va a pagar. Me refiero a qué garantías tienen y dónde van a cobrar esas personas de esas 
localidades. 


SEÑOR BERTON!.- He detallado particularmente el caso de Ismael Cortinas y mencioné otros tres lugares. En el caso de Ismael 
Cortinas se los pensaba mandar compulsivamente a COFAC, mientras que en los de Chuy, Conchillas y Rincón del Pino serían 
transferidos al Banco de la República. Al tomar conocimiento de este tema, el Directorio deja en suspenso ese pasaje para afuera a 
la espera del decreto reglamentario, por lo cual siguen cobrando en el Banco de Previsión Social, tal como estaba previsto. 


SEÑORA ARISMENDI.- Según lo que se expresaba, eso sucedió porque, por la vía del sindicato, se recurrió y se hicieron las 
consultas necesarias para saber si lo de COFAC efectivamente era así. 


SEÑOR BERTON!I.- Los funcionarios de COFAC informan a los funcionarios del Banco de Previsión Social de Ismael Cortinas. 
Llaman al Secretario de la Asociación de Trabajadores de la Seguridad Social y al Director Ferrari, quien hace las consultas y 
plantea el tema en el Directorio. Es allí que surge que no sólo se trataba de Ismael Cortinas, sino también de los otros tres lugares. 
Cuando el Directorio toma conocimiento de eso -la Gerenta General habría insinuado que era por problemas de seguridad- 
resuelve dejar en suspenso esa medida hasta que se apruebe el decreto. 


SEÑOR GALLINAL.- Quisiera aclarar dos afirmaciones que se hicieron que me parecen preocupantes, y es bueno que 
dispongamos de todos los datos, a los efectos de recabar los informes correspondientes y, en su caso, promover los 
procedimientos que sean necesarios. 


Por un lado, se señaló que una funcionaria que había optado por retirarse con el incentivo había sido nuevamente contratada, para 
prestar funciones en el Banco de Previsión Social, por una suma de $ 80.000. En este caso, me gustaría saber de qué funcionaria 
se trata y qué otros elementos nos pueden aportar, ya que por ley está expresamente prohibida la posibilidad de volver a ingresar, 
salvo que se devolviera el incentivo; pero aun así, eso está vedado porque hay una prohibición de ingresos de funcionarios públicos 
hasta el año 2015. 


Por otra parte, el otro tema que me preocupa es el de que el Presidente estaría cobrando un viático de U$S 8.900 por un viaje que 
está haciendo en estos momentos a México. Si es posible, me gustaría que se nos ampliara la información, pues son temas 
delicados que merecen nuestra atención. 


SEÑOR YAFALIAN.- Este tema lo denunciamos hace aproximadamente un año y medio y así consta en las actas del Directorio. Si 
el señor Senador lo considera necesario, oportunamente se le puede hacer llegar esas actas Como los señores Senadores saben, 
en virtud de una resolución antidemocrática -por no calificarla de otra manera- últimamente no nos entregan las actas, cuando en 
otra época siempre lo hacían. 


La señora a la que hicimos referencia se llama María Inés Giambruno, quien se retiró con un incentivo de U$S 50.000, pero trabaja 
en el Departamento de ATYR, en una oficina recaudadora. Concretamente, la volvieron a tomar al año y medio y actualmente 
percibe aproximadamente ochenta salarios mínimos. Este tema lo planteé a raíz de que el Directorio del Banco de Previsión Social 
alegó que faltarían recursos para habilitar rápidamente las cajas de pago en las distintas agencias. Lo que pretendemos es que no 
se nos den esos argumentos cuando se derrocha el dinero por otro lado. 


Puse ese ejemplo, pero podría dar otros también de gastos superfluos que se han hecho durante este período. Incluso, contrataron 
a un abogado, el doctor Hernán Steffel -tenemos la documentación y las actas- para el departamento de computación -obsérvese 
que es abogado- por U$S 2.000 más IVA. Así podríamos seguir, pero ese no es el tema: lo traigo a colación porque el señor 
Senador dejó planteada una pregunta en ese sentido. 


SEÑOR BERTON!I.- Quiero señalar que, efectivamente, hace unos catorce días que el Presidente Gasparri está en el exterior y, por 
lo que sabemos, estuvo en Bélgica y México. Unos días antes de iniciar su viaje se le pagaron U$S 8.900. 


Por su parte, la Gerenta General viajará el próximo sábado a Valencia, acompañada del Director Herrera, y si bien no sabemos 
cuánto cobrará este Director, podemos decir que la Gerenta General cobrará U$S 2.400. 


En general, esas invitaciones son con pasajes pagados, pues muchas veces se trata de instituciones vinculadas al Banco de 
Previsión Social. De modo que lo que cobrarán son viáticos puros. 


Para redondear nuestra intervención quisiera decir lo siguiente. Con relación a la denuncia a la que hice referencia, puedo decir 
que quien hace la denuncia ante el señor Comisario es la doctora Juana Asunción Campodónico Tafuri y si es necesario se pueden 
sacar fotocopias de esto, pues contiene todos los datos que figuran en la Página Web. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pienso que sería conveniente que nos dejaran el material, a los efectos de adjuntarlo a la versión 
taquigráfica. 


SEÑOR BERTONI.- En otro orden de cosas, algunos de los señores Senadores recordarán que luego de que la ley se aprobó, 
habíamos anunciado que los invitaríamos a un festejo. La idea era hacer un festejo a nivel nacional, invitando a compañeros y 
jubilados de todo el país y a los Senadores y Diputados que habían votado. Inclusive, habíamos hablado con comerciantes y 
pensamos en contratar a la Orquesta Sinfónica, pues nos parecía que le podía hacer bien al país el festejo de una ley tan querida 
por todos. Lamentablemente, hoy estamos reclamando que la ley se cumpla. 


En segundo lugar, es conocido que no actuamos para cobrar costos políticos. Hemos estado recorriendo el país, felicitando y 
reconociendo a los distintos políticos por haber votado este proyecto. En el mismo sentido, si lo que en él se establece no se 
cumple, tendremos que volver a salir a recorrer el país. Si bien todos los votos en el Parlamento y en el Directorio son importantes, 
no cabe duda de que sin los votos del Partido Nacional, la aprobación de esta ley no habría sido posible, esto por una cuestión de 
integración del propio Parlamento. Por nuestra parte, estuvimos en el seno del Directorio del Partido Nacional -al que pensamos 
solicitar nuevamente una entrevista- al que expresamos nuestro reconocimiento por la postura adoptada. Realmente, esperamos 
que ella se mantenga. A su vez, sabemos que hay integrantes de esta Comisión que son especialmente escuchados por algunos 
miembros del Directorio. También sabemos que la intervención del señor Senador Garat en oportunidad de discutirse el proyecto de 
ley en Sala, en la que hizo alguna fuerte referencia al Directorio, impactó a algunos integrantes del Directorio Blanco, lo que los 
llevó a tomar una postura distinta a la que venían sosteniendo. 


Tal vez, parte de lo que está pasando tenga que ver con lo que es la lógica de interpretación del señor Senador Gallinal -y lamento 
que se haya retirado hace unos instantes- en lo que refiere a la comparecencia del señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social. 
Algunos de los señores Senadores que hoy se encuentran aquí no estuvieron presentes en aquella oportunidad, aunque sí lo 
estuvo el señor Presidente, quien presentó algunas inquietudes relacionadas con lo que iba a pasar con el decreto reglamentario, y 
de acuerdo con lo que figura en la versión taquigráfica, el señor Senador Gallinal manifestó, al hablar sobre la renuncia del señor 
Gasparri -recuérdese que se había pedido el veto, pero no lo hubo- lo siguiente: "Como no se produjo el veto, presenta renuncia, 
por lo cual es lógico concluir que lo hizo a efectos de habilitar al Directorio del Banco de Previsión Social a que proceda al 
cumplimiento de la ley. Si el señor Gasparri no se ha terminado de ir o no termina de quedarse, tal vez ahora el Directorio no esté 
en la misma actitud en la que había estado el 28 de agosto". 


Sinceramente, no querríamos tener un problema con el Directorio a raíz de esto. Queremos creer que lo que hay acá es, 
simplemente, un exceso de potestades en la Gerencia General y, obviamente, todo exceso de ésta, que es subalterna del 
Directorio, es responsabilidad política de este último. Esperamos que estas cosas se corrijan. Nos parece que debe haber un 


pronunciamiento parlamentario reclamando al señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social una rápida redacción del decreto 
reglamentario. 


Como muy bien decía el compañero Fernández, ese decreto debe ser claro, preciso y, a la vez, tiene que habilitar que la ley 
efectivamente se cumpla de modo que no aparezcan cosas raras y que después, por ejemplo, algunos locales no se puedan abrir o 
que, tal como señalaba la señora Senadora Arismendi, se pierda lo central de la ley, que es que los jubilados tengan la opción de 
volver a cobrar en el Banco de Previsión Social, si así lo desean. 


Finalmente, si me permiten unos minutos y con la autorización de mis compañeros jubilados y comerciantes, quisiera aludir a otra 
cuestión para no tener que solicitar otra entrevista, dado que esta Comisión también es de asuntos laborales. 


Antes que nada, debemos decir que estamos en una situación complicada con el Directorio. Tenemos la impresión de que, por lo 
menos un sector importante de él, está repitiendo una actitud que ya tuvo en el año 2000, cuando estaba compuesto de distinta 
manera, aunque con el mismo Presidente y la misma Gerencia. Entonces, cuando la ATSS salió a juntar firmas para evitar que se 
cerraran locales, algunos en la Administración se enojaron y, a partir de ese momento y durante un año, prácticamente 
desconocieron a la ATSS y dijeron que no a todos sus planteos. Si eso ocurrrió en el año 2000, cuando no había ley, ahora, en 
2002, que sí la hay, es previsible que algunos estén aún más enojados que antes. Creemos que no es casualidad que de los 
últimos diez puntos que planteamos al Directorio -algunos de los cuales refieren a temas muy importantes para el sindicato, aunque 
no implican costo- se haya contestado negativamente a ocho de ellos. En cuanto a los dos que fueron aceptados, se trata de 
Comisiones donde vamos a trabajar y realmente no sabemos qué es lo que va a pasar. 


En definitiva, hay dos puntos que para nosotros son graves; uno de ellos, porque implica la ruptura de un acuerdo celebrado en el 
año 2000 entre la ATSS y el Directorio, a través del cual se recompusieron las relaciones. Concretamente, se acordó que en el 
Presupuesto de 2002 se incluiría -y así se hizo- un artículo por el cual unos trescientos cincuenta compañeros y compañeras que 
tenían contrato de función pública, pasarían a ser presupuestados. A su vez, el 4 de julio -o sea, después que ya estaba en marcha 
todo el proceso de la ley- la Oficina de Planeamiento y Presupuesto observó tres disposiciones de ese Presupuesto. El Directorio 
reafirmó dos de esos artículos y no aceptó las observaciones. Por nuestra parte, pensamos que no es casualidad que la 
observación aceptada haya sido la que señala que hay que retirar la presupuestación de los contratos de función pública. 


Este es un punto que no implica un solo peso de costo para el Banco de Previsión Social; simplemente, se pasa de contratos de 
función pública a presupuestados. Es decir, los sueldos que siguen percibiendo los funcionarios es el mismo; pero lo cierto es que, 
tal como planteamos al Directorio -el que, a pesar de nuestro planteo, se mantuvo en su posición- se está rompiendo un acuerdo 
entre el Directorio y la ATSS. Más allá del hecho de que algunos de nosotros no estábamos al frente de la Asociación en aquel 
momento, debe tenerse presente que estamos hablando de dos instituciones, y los acuerdos celebrados entre ellas deberían 
respetarse. 


Por otro lado, el hecho más grave que se ha dado, en términos de repercusión social, tiene que ver con los mal llamados suplentes 
en el área de la salud. En el Banco de Previsión Social existen funcionarios, compañeros y compañeras, algunos de los cuales 
hace más de una década que están trabajando absolutamente todos los días del año. Quiere decir que no son suplentes, porque 
no suplen a nadie. En realidad, son titulares, que están bajo un régimen de "suplencia", dicho entre comillas. Su situación laboral es 
muy complicada ya que, si se enferman, no gozan del derecho a licencia médica y si las compañeras se embarazan, por ejemplo, 
tampoco gozan del derecho a la licencia por maternidad. Lo concreto es que a este personal se le redujeron las horas de trabajo y, 
consecuentemente, las horas de atención. 


Por nuestra parte, en su momento planteamos en el Directorio -concretamente, en el seno de la Tripartita- cómo esto estaba 
repercutiendo en toda la situación. Los suplentes están en los centros materno-infantiles, en el Canzani y, particularmente, en el 
Departamento de Especialidades Médico - Quirúrgicas (DEMEQUI) que, como es sabido, es un instituto único en el país, donde se 
atiende a los niños con malformaciones congénitas. Obviamente, estos suplentes, en la medida en que hace diez años o más - 
aunque algunos quizás menos- que vienen trabajando normalmente, ya tienen planificado todo su trabajo para varios meses, con 
niños ya citados, etcétera. Lo cierto es que primero se iba a reducir quinientas horas. A raíz de algunos planteos que hicimos y de 
algunas denuncias hechas públicamente, se terminó recortando el recorte y, finalmente, se llegó a las trescientas noventa y dos 
horas. Estamos hablando de trescientas noventa y dos horas menos que habrá de psicólogos, de médicos, de cirujanos, de 
odontólogos, de auxiliares de enfermería y de técnicos de registros médicos. El costo de esta reducción es de alrededor de 
$ 40.000 por mes -aproximadamente U$S 1.300- que sería el ahorro que haría el Banco de Previsión Social. Pensamos que 
ahorrando lo destinado al viaje del Presidente Gasparri, se podría haber evitado este problema durante cinco meses. 


Lo más grave es que, con la mencionada reducción -y desde ya señalamos que podemos dejar una fotocopia del material del que 
disponemos, en el que consta cuántos pacientes menos se atenderán por profesional- se dará atención a cuatrocientos diez 
pacientes menos por mes. ¿De qué estamos hablando? De niños a quienes, a pesar de haber sido ya citados por el psicólogo, se 
les avisará que recién se les podrá atender en enero. Lo mismo puede ocurrir con cualquier otra especialidad. Entonces, hay que 
tomar medidas, porque no puede ser que se estén coordinando operaciones para el mes de enero de 2004. 


Mientras todo esto sucede, compañeros nuestros que reciben a los padres del interior, nos denunciaron dos casos concretos de 
niños que vinieron con sus padres, desde Bella Unión y desde Artigas, previamente citados por el DEMEQUI, y se encontraron con 
que el médico no estaba. Tuvieron que volverse, con toda la frustración y el malestar comprensible de los padres. A su vez, el 
hecho de venir y volver sin que se los atienda, tiene un costo de $ 1.300, en cada uno de los casos, para el Banco de Previsión 
Social . 


Cosas como éstas suceden mientras se lleva a cabo esta política de recortes indiscriminada. Por un lado, tenemos a los mal 
llamado suplentes, que efectivamente trabajan todos los días del año y, por otro, están los que hemos denominado "tallarines". 
Estamos acostumbrados a oír hablar de los "Roquis", que es un concepto importado de la sociedad porteña, y a pesar de que ahora 
ya no cobramos más los días 29, señalo que con ese término se hacía referencia a la persona que sólo venía a cobrar, a fin de 
mes. En nuestro caso, no hablamos de ñoquis, porque no se trata de personas que sólo vayan a fin de mes a cobrar, sino de 
suplentes, como por ejemplo el doctor Mariño, quien es suplente y trabaja en la gerencia del DEMEQUI. En su momento, esta 
persona pudo haber sido regularizada como consecuencia de las conquistas del sindicato, pero no optó por la regularización, 
porque es médico de la Intendencia Municipal de Montevideo y, de optar, hubiera perdido uno de los trabajos. Así, sigue cobrando 


como empleado de la Intendencia y como suplente -entre comillas- del Banco de Previsión Social. Sabemos que hay momentos del 
día en los que se supone que esta persona está en los dos lados; por eso, nos parece que, como un tallarín, se da vuelta y no 
sabemos cómo hace para cobrar en los dos lados, estando sólo en uno. 


Tenemos un problema, en particular, con quien ha estado promoviendo alguno de estos recortes siguiendo órdenes, por cierto, de 
la Gerencia General. Es preciso establecer la responsabilidad política en el Directorio. Por decisión de la Gerencia General, el 
Directorio terminó sin aceptar nuestro planteo, en base a un informe de la Repartición Salud, donde se dice, escuetamente, que se 
recortó el 10% y que no hay afectación de servicios, contradiciendo esta realidad tan lamentable. Así, en el DEMEQUI tenemos 
como gerente a una persona que no es suplente, sino que es presupuestada, el doctor Ejgenberg, a quien también es muy difícil de 
ubicar. Un día a la semana se lo puede ver por el DEMEQUI, pero los otros cuatro días dirige por teléfono o está trabajando en 
alguna mutualista privada. Por lo tanto, este también es un problema grave para nosotros, a pesar de que es distinto al que 
planteamos primero como tripartita -jubilados, comerciantes y ATSS- en cuanto al cumplimiento de la ley, a que el decreto salga 
cuanto antes, a que sea lo más claro posible y a que el Banco de Previsión Social empiece a hacer propaganda institucional. El que 
voy a plantear ahora refiere a temas específicos de la ATSS, pero nos pareció que no era conveniente pedir una nueva audiencia 
para hacerlo por separado. 


SEÑOR FERNANDEZ.- Quisiera reiterar -ya he planteado esto con anterioridad, no recuerdo si en esta Comisión o en otra- que el 
viernes previo a la jornada que se realizó con jubilados del interior el 31 de julio de 2000, el Vicepresidente del organismo en ese 
momento nos llamó y nos dijo que si seguíamos adelante con la movilización, el Directorio iba a reconsiderar los artículos que ya 
había acordado y aprobado. Debo decir que el 31 de julio se reunió el Directorio solamente para sacar los cuatro artículos que 
había acordado con el sindicato, justo antes de que se mandaran a la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. Esto no es 
casualidad, pero esperamos que no ocurra lo mismo que la otra vez y que haya una recomposición. 


Los hechos que acabo de comentar sucedieron exactamente como los relaté. En 2001 recompusimos parte de ese acuerdo y hoy, 
casualmente, vuelven a bajar el presupuesto. Creo en las casualidades, pero a veces me cuesta hacerlo 


SEÑOR PRESIDENTE.- Notoriamente, se plantearon dos tipos de temas. Uno de ellos está bien claro, pero del otro estamos 
tomando conocimiento en este momento. Por lo tanto, quizás haya que volver a ponerse en contacto en algún momento -no digo 
reunirnos- para clarificar algunas cosas. 


En cuanto al tema vinculado a las denuncias, luego veremos si cada Senador o la Comisión actúan al respecto. 


Con respecto al asunto vinculado a la ley, debo decir que los Senadores tendremos que reflexionar un poco para después 
nuevamente ponernos en contacto. Independientemente de la opinión que pueda tener cada uno, esta Comisión ha actuado como 
Cuerpo e, inclusive, llevó a Sala un proyecto, por mayoría, que después se votó. 


Sólo me resta decir que estamos contestes en que la Comisión pueda, por lo menos, dar la oportunidad para actuar en conjunto. 
Si no hay más comentarios que realizar, despedimos a la delegación que hoy nos visita. 

(Se retira de Sala la delegación de la Asociación de Trabajadores de la Seguridad Social) 

(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Queremos dejar constancia de que luego de la charla mantenida, los señores Senadores hemos decidido 
que quien habla va a realizar las gestiones pertinentes relacionadas con este asunto. 


No habiendo quórum, se levanta la sesión. 


(Es la hora 17 y 30 minutos) 


linea del nie de nádaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


